
 

 

JUZGADO VEINTISIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., primero de junio de dos mil veintitrés 

 

Ref.: Tutela 110013103027-2023-00280-00 

 

Se decide la acción de tutela instaurada por ADLIN ESTHER DUARTE 

LINARES contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - 

SUBDIRECCIÓN DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA 

EDUCACIÓN SUPERIOR - GRUPO CONVALIDACIONES. 

 

I. Antecedentes 

 

El accionante reclama el amparo de los derechos fundamentales de 

petición, debido proceso administrativo, trabajo y libre escogencia de 

profesión con fundamento en los siguientes hechos.  Manifiesta que 

es médico titulado en la Universidad de Carabobo en Venezuela, que 

con el propósito de ejercer su carrera en Colombia presento ante el 

Ministerio de Educación - CONACES acorde a la Resolución 10.687 

de 2019 la petición formal de convalidación de su titulo en el 

extranjero en la data del 11-01-23 otorgándose el radicado 2023-

ER-003678, asimismo informa que dicho trámite debía ser resuelto 

en el termino de 120 días calendario y por lo que a la fecha de 

presentación de esta acción no ha sido atendida la petición de 

convalidación del título universitario en Puericultura y Pediatría. 

 

Presentada la acción de tutela que nos ocupa, fue admitida con auto del 

23-05-23 notificada en la misma data como se observa en el consecutivo 

005, donde se le solicito a la cartera ministerial accionada rindiera informe 

sobre los hechos expuestos por el accionante. 

 

El Ministerio de Educación, informa que la solicitud de convalidación 

del título fue resuelta por parte de la Salas de Evaluación de la 

Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de 

la Educación Superior – CONACES y que, para la data de 

contestación a esta tutela, se encuentra en el trámite interno de 

revisión y firmas, haciendo alusión a todo el despliegue 

administrativo requerido para concretar el acto administrativo 

correspondiente, por lo que solicita de ser el caso de tutelar el 

derecho disponer un termino amplio para concluir el trámite 

administrativo.  
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II. Consideraciones 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución 

Política, reglamentada por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, 

como lo ha reiterado la doctrina constitucional, es procedente 

cuando quiera que la actuación u omisión de la autoridad pública, o 

de un particular en los estrictos casos autorizados, infrinja o 

amenace derechos constitucionales fundamentales, siempre que el 

afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, a menos 

que se promueva como mecanismo transitorio para evitar un daño 

irremediable. 

 

Así las cosas, su viabilidad o procedencia exige dos precisos 

requerimientos: por un lado, que la actuación extendida 

comprometa un derecho del linaje avisado y, por otro lado, que no 

exista mecanismo de protección distinto. 

 

Del Derecho de petición.  

 

Ha sido abundante la Jurisprudencia respecto del derecho 

fundamental de Petición, mediante la cual se ha señalado que el art. 

23 de la Constitución Política consagra el derecho de cualquier 

ciudadano a presentar peticiones respetuosas a las autoridades o a 

particulares. Al mismo tenor, se tiene que el núcleo esencial de este 

derecho se tiene como satisfecho cuando se da una respuesta 

oportuna, de fondo y congruente, como también que sea 

comunicada en debida forma. Igualmente, se ha reiterado 

jurisprudencialmente que la respuesta a la petición no 

necesariamente trae inmerso el compromiso de resolver 

favorablemente lo reclamado, sino que debe contestarse la solicitud 

de manera completa y oportuna.  

 

“…26. El artículo 23 de la Constitución consagra el derecho 

que tienen todos los ciudadanos de elevar peticiones a las 

autoridades por motivos de interés particular o general. Esta 

Corporación ha reconocido que el núcleo esencial del derecho 

de petición se encuentra satisfecho una vez se suministra una 

respuesta oportuna, de fondo y congruente a la solicitud 

elevada y ésta sea debidamente comunicada. En este sentido, 

debe entenderse que la obligación de dar una respuesta no 

supone el compromiso de resolver en un determinado sentido 
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la petición, es decir, a favor o en contra de la solicitud del 

peticionario, sino tan solo la exigencia de contestar la solicitud 

presentada por el ciudadano de manera completa y oportuna 

(…)1” 

 

En este orden, el derecho fundamental de petición, de que trata el 

Artículo 23 de la Constitución Política, se quebranta, cuando no se 

resuelve o no se da respuesta oportuna a una solicitud. En efecto, 

la disposición en comentó prevé: 

 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas por 

motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución”. 

 

Del Debido Proceso 

 

El debido proceso en los términos del artículo 29 de la Constitución 

política se profesa sobre toda clase actuaciones judiciales, 

administrativas y frente a particulares. A lo que tal asunto la Corte 

Constitucional ha indicado al respecto en sentencias como la T- 957 

de 2011, C- 341 de 2014 y T-036 de 2018:  

 

“…Esta Corporación ha definido el debido proceso 

administrativo como “(i) el conjunto complejo de condiciones 

que le impone la ley a la administración, materializado en el 

cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la 

autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o 

indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado 

de manera constitucional y legal”. Lo anterior, con el objeto 

de “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la 

administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) 

resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de 

los administrados”. (…) Sin embargo, excepcionalmente, es 

posible tramitar conflictos derivados de actuaciones 

administrativas por vía de la acción de tutela, bien sea porque 

se acredite la amenaza de un perjuicio irremediable, caso en 

el cual cabe el amparo transitorio, o porque se establece que 

los medios de control ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo son ineficaces para la protección del derecho a 

la luz de las circunstancias de cada caso en particular, evento 

en el que opera como mecanismo definitivo. La jurisprudencia 

constitucional también ha señalado que la posibilidad de acudir 

 
1 Sentencia T-167/16 
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directamente a la acción de tutela ante la revocatoria unilateral 

de un acto administrativo de contenido particular y concreto 

sin la debida observancia del debido proceso, pretende 

asegurar que el administrado pueda continuar gozando de sus 

derechos, mientras la autoridad administrativa cumple con el 

mandato legal de demandar su propio acto ante la jurisdicción 

competente, pues no resulta constitucionalmente admisible 

que dicha carga sea trasladada al particular…”1 (…) “…El 

debido proceso como derecho fundamental, se encuentra 

consagrado expresamente en el artículo 29 de la Constitución 

Política, y como primer elemento cabe resaltar su aplicación 

no solo para los juicios y procedimientos judiciales, sino 

también para todas las actuaciones administrativas, cuando 

establece que: “El debido proceso se aplicará a toda clase de 

actuaciones judiciales o administrativas”. La jurisprudencia de 

esta Corporación ha precisado que la extensión del debido 

proceso a las actuaciones administrativas, tiene por objeto 

garantizar la correcta producción de los actos administrativos, 

y extiende su cobertura al ejercicio de la administración 

pública, en la realización de sus objetivos y fines estatales, 

cobijando todas sus manifestaciones , “en cuanto a la 

formación y ejecución de los actos, a las peticiones que 

realicen los particulares, a los procesos que por motivo y con 

ocasión de sus funciones cada entidad administrativa debe 

desarrollar y desde luego, garantiza la defensa ciudadana al 

señalarle los medios de impugnación previstos respecto de las 

providencias administrativas, cuando crea el particular, que a 

través de ellas se hayan afectado sus intereses”[14].…” (…) 

“El artículo 29 de la Constitución Política consagra el derecho 

fundamental al debido proceso, el cual debe ser respetado no 

solo en el ámbito de las actuaciones judiciales sino también en 

todas las actuaciones, procedimientos y procesos 

administrativos, de manera que se garantice (i) el acceso a 

procesos justos y adecuados; (ii) el principio de legalidad y las 

formas administrativas previamente establecidas; (iii) los 

principios de contradicción e imparcialidad; y (iv) los derechos 

fundamentales de los asociados.” En lo que toca al derecho a 

la administración de justicia la Corte Constitucional en 

sentencia T-799 de 2011, indicó: “El derecho fundamental de 

acceso a la administración de justicia se encuentra consagrado 

en el artículo 229 de la norma superior en los siguientes 

términos: Se garantiza el derecho de toda persona para 
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acceder a la administración de justicia. La ley indicará en qué 

casos podrá hacerlo sin la representación de abogado. Este 

derecho ha sido entendido como la posibilidad reconocida a 

todas las personas de poder acudir, en condiciones de 

igualdad, ante las instancias que ejerzan funciones de 

naturaleza jurisdiccional que tengan la potestad de incidir de 

una y otra manera, en la determinación de los derechos que 

el ordenamiento jurídico les reconoce, para propugnar por la 

integridad del orden jurídico y por la debida protección o 

restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con 

estricta sujeción a los procedimientos previamente 

establecidos y con plena observancia de las garantías 

sustanciales y procedimentales previstas en la Constitución y 

la ley. Por medio de su ejercicio se pretende garantizar la 

prestación jurisdiccional a todos los individuos, a través del 

uso de los mecanismos de defensa previstos en el 

ordenamiento jurídico. De esta forma, el derecho de acceso a 

la administración de justicia constituye un presupuesto 

indispensable para la materialización de los demás derechos 

fundamentales, ya que, como ha señalado esta Corporación 

“no es posible el cumplimiento de las garantías sustanciales y 

de las formas procesales establecidas por el Legislador sin que 

se garantice adecuadamente dicho acceso”. Por consiguiente, 

el derecho de acceso a la administración de justicia se erige 

como uno de los pilares que sostiene el modelo de Estado 

Social y Democrático de Derecho, toda vez que abre las 

puertas para que los individuos ventilen sus controversias ante 

las autoridades judiciales y de esta forma se protejan y hagan 

efectivos sus derechos.” 

 

En concordancia con lo anterior, los artículos 13 y 14 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificados por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, establecen que 

toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades 

implica el ejercicio del derecho de petición y, por lo tanto, incluye el 

derecho a obtener una respuesta completa y de fondo. 

 

En igual medida, el parágrafo único del referenciado artículo 14, 

prevé que en aquellos casos en que la autoridad no pueda resolver 

una solicitud en los plazos señalados, deberá informarlo al 

interesado y, de todas formas, atenderla dentro un plazo razonable, 

el cual no podrá exceder el doble del inicialmente previsto. 
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Del Derecho al trabajo  

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 125 de la Constitución 

Política, la Corte Constitucional ha sostenido que el derecho al 

trabajo tiene una doble dimensión: individual que se refiere a la 

facultad que tiene toda persona de elegir y ejercer profesión u oficio 

en condiciones dignas y justas y, colectiva que implica un mandato 

a los poderes públicos para que lleven a cabo una política de pleno 

empleo porque de lo contrario el ejercicio del derecho al trabajo se 

convierte en una simple expectativa. Así, el derecho al trabajo se 

constituye como uno de los valores esenciales de nuestra 

organización política y fundamento del Estado social de derecho, 

reconocido como derecho fundamental, que debe ser protegido en 

todas sus modalidades y asegurar el derecho de toda persona al 

desempeño en condiciones dignas y justas2. 

 

Del Derecho a elegir libremente profesión u oficio  

 

La Jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sostenido que la 

imposición de requisitos, barreras o limitaciones para el ejercicio de 

una profesión u oficio por parte del Estado debe llevarse a cabo de 

acuerdo con las competencias y los procedimientos prestablecidos 

en la ley.  

 

Así, el artículo 26 de la Constitución faculta expresamente a la ley 

para requerir títulos de idoneidad, siempre y cuando no se trate de 

“artes y oficios” en los que la formación académica no sea necesaria 

y que no impliquen un “riesgo social”. En ese orden de ideas la Corte 

indicó:  

 

“El Constituyente de 1991 distingue entre los oficios que no exigen 

formación académica y los que sí la demandan. El ejercicio de los 

primeros es libre, a menos que ellos impliquen un riesgo social. Los 

segundos quedan sujetos a la exigencia legal de títulos de idoneidad 

los cuales se refieren no tanto al derecho de ejercer la actividad 

elegida, sino de cumplir con unos requisitos y exigencias por ella 

impuestos. De esta forma, para poder garantizar la legitimidad de 

dichos títulos en actividades que comprometen el interés social, se 

requiere, en ciertos casos, de licencias, matrículas o certificaciones 

 
2 Sentencia T-611/01 
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públicas en las cuales se da fe de que el título de idoneidad fue 

debidamente adquirido en instituciones aptas para expedirlo.3”10  

 

Bajo dichos parámetros, señaló la Corte Constitucional que las 

calidades y titulaciones exigidas por el Estado deben ser razonables 

y proporcionales al nivel de riesgo y al eventual perjuicio que puede 

llegar a ocasionarse, por lo que, en el caso de servicios de salud, 

como se encuentra intrínseco la integridad física y la vida del 

paciente, el nivel del riesgo resulta altamente elevado. Así, resulta 

justificado que el Estado, de acuerdo con sus conceptos técnicos 

especializados y por medio de las autoridades competentes, regule 

y exija requisitos especiales para el ejercicio de la profesión; los 

cuales, no obstante, tienen límites constitucionales, de la siguiente 

manera:  

 

“No obstante, la Constitución ha establecido una reserva legal 

respecto a la solicitud de títulos de idoneidad en el artículo 26. De 

acuerdo con esto, para establecer si un determinado requisito para 

el ejercicio de una profesión impone una limitación contraria al 

ordenamiento jurídico, debe verificarse tanto su contenido, para 

determinar si responde a la necesidad de mitigar el riesgo social, 

como su forma, para establecer si satisfizo las normas 

procedimentales y de competencia del ordenamiento jurídico4.” 

 

Del Trámite de solicitudes de convalidación de títulos 

académicos  

 

Al respecto el Plan Nacional de Desarrollo, estableció en la Ley 1955 

de 2019, específicamente en su artículo 191 señala:  

 

ARTÍCULO 191. RECONOCIMIENTO DE TÍTULOS EN 

EDUCACIÓN SUPERIOR. El Ministerio de Educación 

Nacional diseñará e implementará un nuevo modelo de 

convalidaciones, de acuerdo con las distintas tipologías 

existentes en la materia, cuya duración no podrá exceder 

en ningún caso los seis (6) meses, a partir de la fecha de 

inicio del trámite.  

 

PARÁGRAFO 1o. Para el caso de profesiones reguladas, el 

Ministerio contará con una reglamentación específica. No 

 
3 Sentencia T-106/93 
4 Sentencia T-219 de 2016 
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obstante, los tiempos de trámite para la convalidación no 

podrán exceder lo establecido previamente.  

 

PARÁGRAFO 2o. El Ministerio de Educación realizará las 

mejoras administrativas y tecnológicas para el seguimiento 

del trámite de convalidación. Así mismo, pondrá a 

disposición de los ciudadanos la información sobre las 

instituciones y programas acreditados o reconocidos en 

alta calidad por parte de una entidad gubernamental 

competente, u organización privada autorizada 

oficialmente para ello en el país de origen del título, 

además pondrá a disposición la información sobre los 

sistemas educativos del mundo. 

 

Así, mediante Resolución 10687 de 2019 el Ministerio de 

Educación14 reguló la convalidación de títulos de educación superior 

otorgados en el exterior, derogó la Resolución 20797 de 2017, y 

dispuso lo siguiente:  

 

Artículo 8°. Inicio del trámite. El solicitante deberá adjuntar 

la documentación señalada en el Capítulo II de la presente 

resolución en el Sistema de Información de 

Convalidaciones de Educación Superior o en el sistema que 

defina el Ministerio de Educación Nacional. Una vez la 

documentación se encuentre cargada en el sistema, se 

generará la habilitación para pago del trámite.  

El solicitante deberá realizar el pago correspondiente 

dentro de los 30 días calendario siguientes a la generación 

de habilitación a pago por parte del Sistema de Información 

de Convalidaciones de Educación Superior o en el sistema 

que defina el Ministerio de Educación Nacional. En caso de 

no realizarse el pago en el término aquí establecido, la 

habilitación a pago será cerrada y el interesado deberá 

iniciar nuevamente el cargue de documentos en el sistema.  

El inicio del trámite se da a partir del día siguiente hábil al 

reporte de pago en la plataforma, momento desde el cual 

se entiende radicada la solicitud de convalidación ante el 

Ministerio de Educación Nacional.  

 

Como requisitos generales señaló la obligatoriedad de presentar los 

documentos soporte del título obtenido, entre otros, así como haber 

obtenido concepto de legalidad por parte del Ministerio de 
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Educación, por lo que en los artículos 10 y 11 dicho reglamento 

dispuso:  

 

Artículo 10. Revisión de legalidad. Durante la actuación 

administrativa, el Ministerio de Educación Nacional 

conserva la potestad de analizar de manera permanente la 

información relacionada con: i) naturaleza jurídica de la 

institución que otorga el título; ii) naturaleza jurídica del 

título otorgado; iii) autorización dada por la autoridad 

competente en el país de origen para el funcionamiento y 

expedición de títulos de educación superior; y iv) 

condiciones y características de los documentos radicados 

(formatos, contenidos, escritura original, país de origen, 

logos, sellos, firmas, denominaciones, fechas, duración, 

etc.). (…) Artículo 11. Verificación de los criterios aplicables 

para la convalidación de títulos. Dentro de los 15 días 

calendario siguientes al reporte en la plataforma del pago 

de la solicitud de convalidación o a la verificación de la 

condición de víctima en el Registro Único de Víctimas de la 

Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas, y luego de verificar la existencia de un sistema 

de aseguramiento de la calidad o de las condiciones de 

calidad de la educación superior en el país de origen y la 

acreditación o reconocimiento en alta calidad de la 

institución o del programa académico del título que se 

solicita convalidar, el Ministerio de Educación Nacional 

determinará, cuál de los criterios de convalidación resulta 

aplicable para resolver la solicitud, de acuerdo con lo 

señalado en las subsecciones I, II y III del presente 

capítulo (…)  

 

Artículo 17. Criterio de evaluación académica. Criterio 

aplicable al proceso de convalidación, mediante el cual la 

Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la 

Calidad de la Educación Superior (Conaces) o el órgano 

evaluador que el Ministerio de Educación Nacional designe 

para el efecto, estudia, valora y emite un concepto sobre 

la formación académica adquirida en el exterior por el 

solicitante, con relación a los programas ofertados en el 

territorio nacional, que permita o niegue la convalidación 

del título.  
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Las solicitudes de convalidación que se estudien mediante 

este criterio se resolverán en un término no mayor a 180 

días calendario, contados a partir del día siguiente hábil al 

reporte de pago en la plataforma o a la verificación de la 

condición de víctima en el Registro Único de Víctimas de la 

Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas.  

 

Así mismo, en relación con la convalidación de títulos provenientes 

de Venezuela, se dispuso un trámite especial, en los siguientes 

términos: 

 

Artículo 21. Requisitos documentales. Para la convalidación 

de títulos provenientes de Venezuela, el solicitante deberá 

allegar los requisitos documentales exigidos en los artículos 

3°, 4°, 5° y 23 de la presente resolución, según sea su 

caso, y las solicitudes se adelantarán conforme las 

disposiciones aquí previstas. 

 

Parágrafo. Cuando el solicitante no cuente con cédula de 

ciudadanía, cédula de extranjería o pasaporte vigente, 

podrá aportar el Permiso Especial de Permanencia.  

 

Artículo 22. Términos. Las solicitudes de convalidación de 

títulos provenientes de Venezuela se adelantarán en un 

término máximo de 120 días calendario. 

 

Igualmente, tratándose de convalidación de títulos en el área de la 

salud, el reglamento dispuso:  

 

Artículo 24. Evaluación académica de títulos del área de la 

salud. En la evaluación académica de títulos del área de la 

salud, se estudia, valora y emite un concepto sobre la 

formación académica adquirida en el exterior por el 

solicitante, con la finalidad de establecer la equivalencia 

con los programas activos ofertados en el territorio 

nacional, que permitan o impidan la convalidación del 

título, mediante un análisis técnico integral del contenido 

del programa académico, la intensidad horaria exigida, el 

número de créditos, la duración del programa y de los 

períodos académicos, la modalidad de ofrecimiento, las 

prácticas clínicas asistenciales o internado rotatorio 
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(tratándose de programas de pregrado), las actividades 

académicas y asistenciales, los escenarios de práctica, el 

récord de procedimientos, y la existencia de una 

Especialidad Base o Primera Especialidad, cuando aplique.  

(…)  

Parágrafo 4°. La solicitud de convalidación de títulos de 

pregrado y posgrado del área de la salud se surtirá 

exclusivamente bajo el criterio de evaluación académica en 

un término no mayor a 180 días calendario contados a 

partir del día siguiente hábil al reporte de pago en la 

plataforma o a la verificación de la condición de víctima en 

el Registro Único de Víctimas de la Unidad para la Atención 

y Reparación Integral a las Víctimas. 

 

Así las cosas, en primer lugar, según el procedimiento establecido, 

radicada la solicitud de convalidación, junto con los documentos 

requeridos, se genera, en el sistema que el Ministerio de Educación 

dispuso, la habilitación para el pago del trámite, el cual inicia al día 

siguiente de cargado el respectivo pago.  

 

En este orden, tratándose de títulos del área de la salud y 

provenientes de Venezuela, el Ministerio de Educación cuenta con el 

término de 120 días calendario para resolver sobre la convalidación 

o no del mismo, dentro del cual deberá realizar el estudio de 

legalidad, la verificación de criterios aplicables para la convalidación 

y la evaluación académica; término que resulta acorde con el 

indicado en el artículo 625 de la Ley 1753 de 2015 y dentro del 

término que estableció posteriormente el artículo 191 de la Ley 1955 

de 2019 

 

Problema Jurídico. 

 

En este caso, debe el Despacho lo determina así: ¿Vulneró, el 

Ministerio de Educación Nacional, los derechos fundamentales de 

petición, debido proceso, libre escogencia de profesión u oficio y 

trabajo del accionante Adlin Esther Duarte Linares, al no resolver la 

solicitud de convalidación de título obtenido en el extranjero 

correspondiente al radicado No.2023-ER-003678 del 11-01-23? 

 

Caso concreto. 

 

 
5 Sentencia C-442- 19, declaró la EXEQUIBILIDAD del parágrafo 1º del artículo 62 de Ley 1753 de 2015 
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Pretende el tutelante Adlin Esther Duarte Linares la protección de 

sus derechos fundamentales de petición, debido proceso 

administrativo, trabajo y libre escogencia de profesión y, en 

consecuencia, se ordene al MEN proceda a expedir el Acto 

Administrativo correspondiente a su petición de convalidación de 

título. 

 

Resulta oportuno recordar que, el artículo 22 de la Resolución 10687 

de 2019, en concordancia con el artículo 8 ídem, señaló que el 

término para resolver sobre la convalidación de títulos provenientes 

de Venezuela, sería de 120 días calendario a partir del día siguiente 

al radicado de la petición que se da una vez se acredita el pago del 

trámite.  

 

Debe precisarse, que si bien la Ley 1955 de 2019, en su artículo 191, 

prevé un término máximo de 180 días para resolver las solicitudes 

de convalidación, término que acompasa con lo dispuesto en los 

artículos 17 y el parágrafo 4 del artículo 24 de la Resolución 10687 

de 2019, en lo que atañe a estudios del área de la salud, lo cierto es 

que la reglamentación prevé un plazo especial para los títulos 

universitarios que devienen del territorio Venezolano, dada la 

emergencia social que se viene presentando en la frontera con el 

vecino país, razón por la que se expidió el Decreto 1288 de 25 de 

julio de 2018, en el cual, entre otras cosas, se facultó, a través su 

artículo 6, al Ministerio de Educación Nacional para adoptar medidas 

especiales relativas al trámite de las solicitudes de convalidación de 

títulos de educación superior provenientes de la República 

Bolivariana de Venezuela, resultando de ello, el término previsto 

especial previsto en la referida reglamentación, equivalente a 180 

días. 

 

Por lo tanto, al estar demostrado en el presente caso que el 

Ministerio de Educación Nacional asignó el número 2023-ER-003678 

del 11 de enero de 2023, a la solicitud de convalidación de título 

académico expedido en el exterior (Médico Especialista en 

Puericultura y Pediatría), presentada por el accionante Adlin Esther 

Duarte Linares y que dicha entidad tiene hasta la data del 10 de julio 

de 2023 para expedir el acto administrativo que decida sobre la 

convalidación o no del mismo, y como quiera que se presentó la 

acción de tutela que nos ocupa en la data del 19-05-23, aun no ha 

fenecido el termino para la expedición del correspondiente acto 
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administrativo, esto acorde al artículo 62 de la Ley 1735 de 2015, en 

concordancia con el artículo 22 de la Resolución 10687 de 2019. 

 

Así las cosas, esta judicatura observa que no encuentra vulneración 

de los derechos fundamentales invocados por el tutelante por cuanto 

aun se encuentra dentro del término legal para que profiera el 

respectivo acto administrativo que resuelva la solicitud de 

convalidación de título, correspondiente al radicado 2023-ER-003678 

de fecha 11 de enero de 2023, cuya notificación deberá surtirse 

dentro del mismo término. 

 

Con todo se insta a la cartera Ministerial de Educación Nacional no 

sobrepasar los límites legales determinados para la resolución 

respecto de la convalidación puesta en su conocimiento y de 

requerirse un mayor tiempo para expedir tal acto administrativo 

informar en debida forma de ello a la accionante. 

 

III. Decisión: 

 

Congruente con lo expuesto, el Juzgado Veintisiete Civil del Circuito 

de Bogotá, D.C., administrando justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la leuy 

 

RESUELVE: 

 

1°. - NEGAR el amparo de los derechos fundamentales de petición, 

debido proceso administrativo y trabajo y libre escogencia de 

profesión u oficio de ADLIN ESTHER DUARTE LINARES, acorde a lo 

indicado en la parte motiva de esta providencia.  

 

2°. - NOTIFÍQUESELE a las partes este fallo por el medio más 

expedito. 

 

3°. - REMITIR el presente fallo a la Corte Constitucional para lo de 

su cargo, en caso de no ser impugnado, conforme a las instrucciones 

pertinentes para el efecto. 

 

Notifíquese y Cúmplase, 

La Juez 

 

 

MARIA EUGENIA FAJARDO CASALLAS 
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